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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 1 de septiembre de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Pettigiani, Hitters, Genoud, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 106.416 y acumulada P. 106.874, "P. , G.D. . Habeas corpus".

A N T E C E D E N T E S

El 20 de noviembre de 2008 la Sala I del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires          -integrada por los doctores Celesia y Mahiques- rechazó por improcedente la petición de habeas corpus articulada por G. D.P. , con costas (fs. 25/29 vta.).

Frente a esa decisión, el Defensor Oficial ante dicha instancia interpuso la vía extraordinaria de inaplicabilidad de ley (fs. 47/64).

El 24 de febrero de 2009, la misma Sala del Tribunal de Casación Penal -integrada por los jueces Celesia, Mahiques y Mancini- rechazó por improcedente el recurso de casación interpuesto por la defensa oficial de P. contra el fallo de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Dolores que -a su vez- había denegado la solicitud de excarcelación del nombrado (125/129 vta.).

La defensa oficial de P. dedujo contra lo así resuelto nuevo recurso de inaplicabilidad de ley, en idénticos términos que el anterior (fs. 160/177).

A fs. 183/185 vta., en oportunidad de resolver sobre la admisibilidad de los remedios extraordinarios en trato, esta Corte dispuso la acumulación del legajo Ac. 106.874 al Ac. 106.416.

Oído a fs. 195/202 vta. el señor Subprocurador General, dictada a fs. 211 la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto a fs. 47/64?

2ª. ¿Lo es el deducido a fs. 160/177?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

1. Como se describiera en los antecedentes, la Sala I del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires -integrada por los doctores Celesia y Mahiques- rechazó por improcedente la acción de habeas corpus articulada por G. D. P. , con costas (fs. 25/29 vta.).

Para rechazar los planteos formulados por la defensa, relativos al modo de computar la prisión preventiva cuando se ha impuesto pena de reclusión, la inconstitucionalidad del art. 24 del Código penal y la realización de un cómputo de pena conforme las pautas establecidas en los arts. 1, 7 y 8 de la ley 24.390 (v. fs. 15 vta.), tuvo en cuenta que "... aun cuando la ejecución diaria de la pena de reclusión sea idéntica en la práctica a la pena de prisión, entre ambas modalidades de pena todavía existen diferencias legales que impiden entender que la primera de ellas se encuentra derogada" (fs. 27 vta.).

Seguidamente entendió que lo determinante para dirimir el planteo llevado a sus estrados no era la discusión sobre la forma de compensación de la pena de reclusión con la prisión preventiva, sino "... las consecuencias que la eventual declaración de inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal proyectaría sobre la aplicación del artículo 7 de la ley 24.390, vigente en su redacción original al momento del hecho" (fs. 27 vta./28).

En esa línea argumental señaló que "[l]a reclusión y la prisión continúan siendo penas distintas, por escasas que sean las diferencias, y lo que la ley 24.390 establece es que cada día de prisión preventiva, después de los dos años, se computa igual que cada día de pena de reclusión" (fs. 28). Agregó que "... jamás podría afirmarse que la declaración de inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal a su vez determine que el día de prisión preventiva, pasados los dos primeros años, adquiera el doble valor que el día de reclusión" (fs. cit.) puesto que ello "... implicaría sostener judicialmente algo distinto de lo que la ley dice" (fs. íb.).

Por último, concluyó en el rechazo del habeas corpus formulado por no encontrar "... razones para equiparar los cómputos de las penas de prisión y reclusión a los fines previstos en el artículo 7 de la ley 24.390, y teniendo en cuenta que la cuestión de constitucionalidad planteada [...], aún cuando fuera resuelta favorablemente, tampoco proyectaría sobre el cómputo de la prisión preventiva una modificación capaz de colocar a P. en condiciones temporales de obtener el beneficio de la libertad condicional [...] (arts. 13 del CP, 7 de la ley 24.390 y 169 inciso 9, 405, 415 y 530, CPP)" (fs. 29).

2. a) El señor Defensor Oficial ante el Tribunal de Casación Penal interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia la arbitrariedad del fallo atacado, vicio que -a su juicio- se origina en la convalidación de un cómputo de pena diferenciado debido a la especie de pena -reclusión-, que provocó un inmotivado apartamiento de la doctrina de este Tribunal y de la emanada de Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sostiene la imposibilidad constitucional de efectuar un cómputo de pena distinto -respecto de la manera de contabilizar el encierro cautelar compurgado-, de acuerdo a que la especie de sanción impuesta sea de prisión o reclusión.

Expresa que la decisión del tribunal es censurable dado que parte de una "[i]nterpretación inconstitucional del art. 7 de la ley 24.390, en relación con lo normado por el art. 24 del C.P., respecto del lapso de tiempo de detención cumplido en prisión preventiva..." para el caso de la pena de reclusión, ya que -según refiere- dicha especie de pena se encuentra derogada (fs. 51 vta.). 

Destaca que al sancionarse la antigua ley de penitenciaría "... se derogó formalmente la pena de reclusión estableciéndose su ejecución indiferenciada; esto es ni más gravosa, ni infamante, sino igual a la pena de prisión, situación que es mantenida por las actuales leyes de ejecución, tanto a nivel nacional como provincial..." (fs. 52 vta., destacado en el original). 

Alega que si bien la vigencia de la pena de reclusión puede sostenerse a partir de las diferencias establecidas para una y otra clase de pena privativa de libertad en los arts. 10, 13, 26, 44 y 46 del Código Penal, dichas divergencias "... sólo tienen incidencia en la escala penal, pero no en su modalidad de cumplimiento..." (fs. 53 vta.).

Postula que con la derogación de la pena de reclusión han desaparecido los criterios diferenciadores que, entre ambas especies de pena privativa de libertad, existen en el Código Penal de acuerdo a lo establecido en los arts. 18 de la Constitución nacional, 57 y 107 ap. 2 del la ley 24.660, 93 y concordantes de la ley 12.556 y de "... lo surgid[o] en la ‘doctrina legal’ estatuida en el precedente dictado en los autos ‘in re’ ‘Méndez, Nancy Noemí s/ Homicidio atenuado (causa nº 862)’" (fs. 54). 

b) Luego, para el caso de que el agravio reseñado no tenga favorable acogida, solicita se declare la inconstitucionalidad del art. 24 del Código Penal por cuanto "... estatuye una modalidad de cómputo del tiempo de encierro cautelar no acorde a lo mandado por el art. 18 de la Carta Magna..." (fs. 54 vta.).

Afirma que al establecer que los dos primeros años de encierro cautelar computan como uno de cumplimiento de pena de reclusión, el tribunal se apartó de la doctrina legal de esta Corte emergente del precedente P. 68.706 -del que efectuó transcripciones parciales- (v. fs. 54 vta./56 vta.), a la vez que vulneró los principios constitucionales de igualdad ante la ley, de razonabilidad, de legalidad y de culpabilidad por el acto (fs. 56 vta./57 vta.).

En ese orden de ideas, precisa que si "... un día de pena de prisión actualmente se encuentra fáctica y jurídicamente equiparado a un día de pena de reclusión y por aplicación del art. 7° de la ley 24.390 un día de prisión preventiva equivale a dos días de pena de prisión, entonces -por imperio del principio de razonabilidad y del principio de igualdad ante la ley (art. 1 y 16 de la C.N.)- un día de prisión preventiva debe equivaler a dos días de reclusión" (fs. 58 y vta.).

c) Concluye peticionando que se declare la "... inconstitucionalidad de lo normado por el art. 24 del C.P. -en función del art. 7° de la ley 24.390..." en razón de violar "... lo dispuesto por los arts. 1, 16, 18, 28 y 75 inc. 22° de la C.N..." (fs. 59) y que se devuelva el legajo al tribunal de la instancia a fin de que se efectúe un nuevo cómputo de pena "... de acuerdo a lo establecido en los arts. 23 y 24 del C.C., 24 y 77 del C.P. y 7º de la ley 24.390..." (fs. 131).

d) En otro orden de cosas, efectúa una serie de consideraciones en pos de activar un eventual "control de convencionalidad", para el supuesto de que esta Corte "... [estime] que el planteo de constitucionalidad no ha devenido oportuno..." (fs. 59 vta.).

e) Finalmente peticiona por un lado, la aplicación del art. 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "... a efectos de una más rápida subsanación de la afectación de derechos que se denunciara, habida cuenta que aquellos requieren una tutela judicial inmediata..." (fs. 62 vta.) y, por otro, la libertad del imputado durante la tramitación del recurso "... dado que ha cumplido en detención preventiva el lapso temporal necesario para acceder a la libertad condicional..." (fs. 64).

3. El señor Subprocurador General se expidió a fs. 195/202 vta. aconsejando el rechazo de los recursos interpuestos.

4. El señor Defensor presentó la memoria que autoriza el art. 487 en la que precisó su pretensión de que se indique "más allá de la vigencia o no de la reclusión, cómo el Estado compensa luego de los dos años de prisión preventiva a los condenados a reclusión" (v. fs. 219 vta.).

5. No coincido con el señor Subprocurador General: entiendo que el recurso debe prosperar.

De conformidad con los fundamentos expuestos por esta Suprema Corte en P. 68.706, "N. " (sent. del 4-X-2006) el art. 24 del Código Penal -en cuanto al cómputo del abono de la prisión preventiva respecto de la pena de reclusión- es inconstitucional.

Sostuve en esa ocasión que importando la prisión preventiva carácter cautelar y excepcional, y siendo que durante su vigencia el procesado está amparado por la presunción de inocencia (art. 18, C.N.) que cede recién a partir del dictado de una sentencia de condena pasada en autoridad de cosa juzgada, la asimetría propuesta en esa norma para compensar los tiempos de detención ponían en evidencia "la irrazonabilidad y la incongruencia de la distinción (arts. 1, 16, 18 y 28, C.N.)".

El planteo a dirimir ahora estriba en resolver si -ya resuelta la desigual imputación de la prisión preventiva establecida para esa modalidad de pena (art. 24, C.P.)- corresponde además otorgar a quien se encuentra condenado sin sentencia firme a pena de reclusión la ventaja del cómputo privilegiado "dos por uno" que se concede al que lo fuera a pena de prisión (conf. art. 7, ley 24.390 -aplicable con ultraactividad al sub lite no obstante su derogación por ley 25.430-).

Y en esa senda, admitida esa equiparación -y sin abrir juicio acerca de las demás diferencias subsistentes entre ambos tipos de pena- no encuentro obstáculo para hacer lugar al reclamo de la defensa.

Por un lado, porque no puede dejar de tenerse en cuenta que aunque sea impuesta con el nombre de reclusión, la que padece el procesado es una pena privativa de libertad en expectativa, a la espera de una sentencia definitiva que la confirme.

Por otro, y respecto de la distinción que hace el citado art. 7 entre ambas especies de pena, una interpretación armónica y consecuente con la lectura simétrica del mencionado art. 24, impone en este orden de análisis, equiparar el cómputo del tiempo de detención para los casos de prisión y reclusión.

Y si bien el art. 24 del Código Penal -en cuanto al cómputo del abono de la prisión preventiva respecto de la pena de reclusión- resulta inconstitucional no cabe más que declarar también -por lógica derivación a otras consecuencias necesarias que se relacionan con aquélla distinción- la invalidez constitucional del citado art. 7 de la ley 24.390 en cuanto excluye del cómputo privilegiado a la pena de reclusión.

6. Corresponde, en consecuencia, hacer lugar al recurso interpuesto, revocar la decisión de fs. 25/29 vta. (art. 496, C.P.P.) y devolver la causa a su origen para que se practique un nuevo cómputo con arreglo a lo que aquí se establece.

Voto por la afirmativa. 

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Disiento con el voto del doctor Negri.

1. a) El señor Defensor Oficial ante el Tribunal de Casación Penal interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denunció arbitrariedad del fallo atacado, vicio que -a su juicio- se originó en la convalidación de un cómputo de pena diferenciado debido a la especie de pena -reclusión-, que provocó un inmotivado apartamiento de la doctrina de este Tribunal y de la emanada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Expresó que la decisión del tribunal es censurable dado que parte de una "[i]nterpretación inconstitucional del art. 7 de la ley 24.390, en relación con lo normado por el art. 24 del C.P., respecto del lapso de tiempo de detención cumplido en prisión preventiva..." para el caso de la pena de reclusión, ya que -según refiere- dicha especie de pena se encuentra derogada (fs. 51 vta.). 

Destacó que al sancionarse la antigua ley de penitenciaría "... se derogó formalmente la pena de reclusión estableciéndose su ejecución indiferenciada; esto es ni más gravosa, ni infamante, sino igual a la pena de prisión, situación que es mantenida por las actuales leyes de ejecución, tanto a nivel nacional como provincial..." (fs. 52 vta., destacado en el original). 

Sostuvo que si bien la vigencia de la pena de reclusión puede sostenerse a partir de las diferencias establecidas para una y otra clase de pena privativa de libertad en los arts. 10, 13, 26, 44 y 46 del Código Penal, dichas divergencias "... sólo tienen incidencia en la escala penal, pero no en su modalidad de cumplimiento..." (fs. 53 vta.).

Postuló que con la derogación de la pena de reclusión han desaparecido los criterios diferenciadores que, entre ambas especies de pena privativa de libertad, existen en el Código Penal de acuerdo a lo establecido en los arts. 18 de la Constitución nacional, 57 y 107, ap. 2 del la ley 24.660, 93 y concordantes de la ley 12.556, y de "... lo surgid[o] en la ‘doctrina legal’ estatuida en el precedente dictado en los autos ‘in re’ ‘M. , N. N. s/ Homicidio atenuado (causa nº 862)’" (fs. 54). 

b) Luego, para el caso de que el agravio reseñado no tuviera favorable acogida, solicitó la declaración de inconstitucionalidad del art. 24 del Código Penal por cuanto "... estatuye una modalidad de cómputo del tiempo de encierro cautelar no acorde a lo mandado por el art. 18 de la Carta Magna..." (fs. 54 vta.).

Afirmó que al establecer que los dos primeros años de encierro cautelar computan como uno de cumplimiento de pena de reclusión, el tribunal se apartó de la doctrina legal de esta Corte emergente del precedente P. 68.706 -del que efectuó transcripciones parciales- (v. fs. 54 vta./56 vta.), a la vez que vulneró los principios constitucionales de igualdad ante la ley, de razonabilidad, de legalidad y de culpabilidad por el acto (fs. 56 vta./57 vta.).

En ese orden de ideas, precisó que si "... un día de pena de prisión actualmente se encuentra fáctica y jurídicamente equiparado a un día de pena de reclusión y por aplicación del art. 7° de la ley 24.390 un día de prisión preventiva equivale a dos días de pena de prisión, entonces -por imperio del principio de razonabilidad y del principio de igualdad ante la ley (art. 1 y 16 de la C.N.)- un día de prisión preventiva debe equivaler a dos días de reclusión" (fs. 58 y vta.).

c) Al concluir peticionó que se declare la "... inconstitucionalidad de lo normado por el art. 24 del C.P. -en función del art. 7° de la ley 24.390..." en razón de violar "... lo dispuesto por los arts. 1, 16, 18, 28 y 75 inc. 22° de la C.N..." (fs. 59) y que se devuelva el legajo al tribunal de la instancia a fin de que se efectúe un nuevo cómputo de pena "... de acuerdo a lo establecido en los arts. 23 y 24 del C.C., 24 y 77 del C.P. y 7º de la ley 24.390..." (fs. 131).

d) En otro orden de cosas, efectuó una serie de consideraciones en pos de activar un eventual "control de convencionalidad", para el supuesto de que esta Corte "... [estime] que el planteo de constitucionalidad no ha devenido oportuno..." (fs. 59 vta.).

e) Finalmente postuló por un lado, la aplicación del art. 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "... a efectos de una más rápida subsanación de la afectación de derechos que se denunciara, habida cuenta que aquellos requieren una tutela judicial inmediata..." (fs. 62 vta.) y, por otro, la libertad del imputado durante la tramitación del recurso "... dado que ha cumplido en detención preventiva el lapso temporal necesario para acceder a la libertad condicional..." (fs. 64).

2. El señor Subprocurador General se expidió a fs. 195/202 vta. y aconsejó el rechazo de los recursos interpuestos.

3. El señor Defensor presentó la memoria que autoriza el art. 487 en la que cuestionó las consideraciones vertidas por el representante del Ministerio Público ante esta Corte (fs. 219 y vta.).

4. El Tribunal de Casación, en lo que resulta de interés y luego de destacar algunas de las diferencias existentes en el Código Penal para ambas especies de pena privativa de la libertad -referidas al contenido de los arts. 13, 26 y 46 de ese cuerpo normativo- esgrimió que "... aun cuando la ejecución diaria de la pena de reclusión sea idéntica en la práctica a la de la pena de prisión, entre ambas modalidades de pena todavía existen diferencias legales que impiden entender que la primera de ellas se encuentra derogada" (fs. 27 vta.).

Seguidamente alegó que lo determinante para dirimir el planteo llevado a sus estrados no era la discusión sobre la forma de compensación de la pena de reclusión con la prisión preventiva, sino "... las consecuencias que la eventual declaración de inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal proyectaría sobre la aplicación del artículo 7 de la ley 24.390, vigente en su redacción original al momento del hecho" (fs. 27 vta./28).

Al respecto señaló que "[l]a reclusión y la prisión continúan siendo penas distintas, por escasas que sean las diferencias, y lo que la ley 24.390 establece es que cada día de prisión preventiva, después de los dos años, se computa igual que cada día de pena de reclusión" (fs. 28). Agregó que "... jamás podría afirmarse que la declaración de inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal a su vez determine que el día de prisión preventiva, pasados los dos primeros años, adquiera el doble valor que el día de reclusión" (fs. cit.) puesto que ello "... implicaría sostener judicialmente algo distinto de lo que la ley dice" (fs. íb.).

Por último, concluyó en el rechazo del habeas corpus formulado por no encontrar "... razones para equiparar los cómputos de las penas de prisión y reclusión a los fines previstos en el artículo 7 de la ley 24.390, y teniendo en cuenta que la cuestión de constitucionalidad planteada [...], aun cuando fuera resuelta favorablemente, tampoco proyectaría sobre el cómputo de la prisión preventiva una modificación capaz de colocar a P. en condiciones temporales de obtener el beneficio de la libertad condicional [...] (arts. 13 del CP, 7 de la ley 24.390 y 169 inciso 9, 405, 415 y 530, CPP)" (fs. 29).

El recurso no puede prosperar.

5. Esta Corte en el precedente P. 68.706, sent. del 4-X-2006 declaró con relación a los condenados a pena de reclusión la inconstitucionalidad del art. 24 del Código Penal "en cuanto al incongruente modo de computar en forma más gravosa el tiempo asumido en prisión preventiva que el correspondiente al cumplimento de pena, por resultar irrazonable y violatorio del art. 18 de la Constitución de la Nación".

Al respecto, se tuvo en cuenta que carecía de razonabilidad el aludido cómputo en tanto vaciaba de contenido el tiempo de detención no apreciado.

Por otra parte, y como consecuencia de esa ponderación diferenciada del tiempo de encierro se estableció que se afectaba en su vinculación con el art. 28 de la Ley Fundamental, el derecho del imputado a cuestionar la sentencia de condena ante un Tribunal Superior.

6. Ello sentado, corresponde determinar si debe o no extenderse a los condenados a pena de reclusión el cálculo más favorable que el derogado -pero en el caso ultraactivo- art. 7 de la ley 24.390 establece para los condenados a pena de prisión, luego de transcurridos los dos primeros años de encierro en tanto se mantengan en esa situación -los reclusos- sin sentencia firme.

7. Este Tribunal decidió que "[l]a tácita derogación de los arts. 6, 7 y 9 del Código Penal, como consecuencia de la sanción de la ley 24.660, y -por ende- de las diferencias en la forma de ejecutar las penas de reclusión y prisión, en modo alguno ponen en jaque el distinto tratamiento que las disposiciones de fondo [ref. arts. 10, 13, 26, 44 y conc. del C.P.] dan a determinados institutos de la parte general del Código Penal. Ello, y el mantenimiento de la vigencia de los arts. 5 y 57 del mismo ordenamiento -como afirma el quejoso-, demuestran que siguen existiendo pautas sustantivas que denotan que la pena de reclusión es más onerosa que la de prisión" (P. 102.332, sent. del 22-IV-2009). 

Y que "junto a la cantidad de reformas operadas en el Código Penal posteriores a la sanción de la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad 24.660 en las que se conmina la pena de reclusión para diversos tipos penales (leyes 25.601; 25.742; 25.816; 25.882; 25.886; 25.890; 25.928) impiden considerar que la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación citada en el voto precedente (ref. in re 'M. , N. N. s/ homicidio atenuado', CSJN, sent. del 22-II-2005) sea extensible sin más al caso que nos ocupa" (causa cit.). Así se rechazó la pretensión de la defensa de que la pena de reclusión estaba derogada.

8. De lo hasta aquí reseñado, en mi parecer no puede sin más extenderse a los condenados a la pena de reclusión el denominado cómputo privilegiado que contemplaba -y contempla en lo pertinente- para los de prisión y luego de los dos años de encierro en prisión preventiva, el art. 7 de la mencionada ley 24.390. 

Lo resuelto a partir del precedente P. 68.706, reside en que ahora cada día de encierro en cautelar preventiva -sea ésta prisión o reclusión- equivale a un día de privación legal de la libertad. Esto es, el cómputo resulta análogo en ambos casos de pena.

Pero con ser ello cierto, no lo es que deba aplicarse -casi como consecuencia natural- esa forma de cómputo privilegiado (ref. al denominado 2 x 1) a quienes están condenados a reclusión.

No sólo porque no surge del texto de la ley (en todo caso lo contrario), sino porque el sustento de la equiparación hecha con relación a la ex diferenciación que rezaba el art. 24 de la ley sustantiva estaba dado porque era incongruente -de ahí su falta de razonabilidad, art. 28 de la Constitución nacional- el "modo de computar en forma más gravosa el tiempo insumido en prisión preventiva que el correspondiente al cumplimiento de pena" (P. 68.706, cit.). 

Dicho de otro modo, una cosa es que dos días de prisión preventiva con pena de reclusión fuesen ponderados como un día de encierro, y otra muy distinta es que cada día de encierro efectivo, luego de transcurridos los dos primeros años en preventiva, deban necesariamente ser contados dobles.

No advierto aquí la transgresión al art. 28 de la Constitución nacional. En efecto, en el supuesto de autos, un día de encierro es un día privado legalmente de la libertad. Pues, vigente las diferencias entre las penas de prisión y reclusión (doct. P. 102.332, íd.), nada impide que se mantenga un cómputo distinto en el cual se concede un beneficio a quien precisamente se lo condenó a una pena más leve.

La razonabilidad, en todo caso, aparece resguardada en cuanto se fijó que "siempre" un día de encierro es -y lo siga siendo- un día de encierro y no como era antes un cómputo al cincuenta por ciento. Sumado, a que durante ese cómputo regía el principio de inocencia. 

Lo contrario, podría desnaturalizar la vigencia con relación a las diferencias que se mantienen entre ambas especies de pena (art. 5, C.P.).

A su vez, es conveniente tener en cuenta que en este tipo de casos tampoco se pone al imputado en la disyuntiva de recurrir o no su sentencia ante un Tribunal Superior como ocurría con los del art. 24, porque para los sentenciados a reclusión siempre, sean procesados o condenados, un día equivale a un día. 

9. Coadyuva a la imposibilidad de aplicación casi automática de lo resuelto en P. 68.706 a las contingencias de este caso, la circunstancia de que ya en N. ante los planteos de la defensa que incluían no sólo lo allí resuelto sino también agravios de índole similar a los ventilados en autos (v. ap. 8, voto del doctor Genoud y sus adhesiones), se confirió a los asuntos un trato diferenciado.

Así lo atinente al art. 24 de la ley sustantiva se resolvió por la aludida inconstitucionalidad, mientras que lo relativo al modo de computar la prisión preventiva de los condenados a reclusión en función de entender que los arts. 7 y 8 de la ley 24.390 violaban el principio de igualdad, se rechazó por insuficiente (arg. art. 355, ley 3589 y sus modif.).

Es decir, de haberse estimado que una cosa       -inconstitucionalidad del art. 24 del  Código Penal- llevaba sin equívocos a la otra -equiparación en la manera de concebir el tiempo en preventiva tanto para los condenados a prisión como reclusión (art. 7, ley 24.390)- se lo hubiese así declarado, y no optado por un rechazo sustentado en la insuficiencia. Máxime que lo pretendido, resulta -en sentido amplio- análogamente a lo aquí planteado.

10. A su vez, la argumentación de la defensa se asienta en una premisa errónea, cual es la de afirmar      -contrariamente a lo decidido por esta Corte- que la pena de reclusión está derogada.

En esa inteligencia, al afirmar que las divergencias entre las referidas penas "sólo tienen incidencia en la escala penal" (fs. 53 vta.), también su conclusión resulta errónea.

De manera que vigentes los criterios diferenciadores entra ambas especies de pena, nada impide que se otorguen a unos -los condenados a prisión- ciertas concesiones que no se confieren a quienes no están en análoga situación- los condenados a reclusión (arg. arts. 16 y 28, C.N.).

Por consiguiente, voto por la negativa. 

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Coincido con el doctor Pettigiani en los puntos 1 a 8 y 10 de su voto.

Añadiré que, a la pregunta formulada por la defensa en su memoria acerca de "cómo el Estado compensa luego de los dos años de prisión preventiva a los condenados a reclusión" (fs. 219), cabe responder lo siguiente.

Frente al texto del art. 24 del Código Penal según el cual por cada día de prisión preventiva se computa la mitad a los fines de la pena de reclusión, la ley 24.390 importó una compensación a partir de los dos años de detención, pues para ese período estableció que la medida cautelar debía ser descontada uno a uno. 

En cambio, para los dos primeros años, por aplicación del art. 24, sólo se imputaba la mitad de la privación de la libertad efectivamente sufrida. Ahora bien, esta solución irrazonable ha sido considerada inconstitucional conforme los fundamentos expuestos en P. 68.706 (sent. del 4-X-2006) y, en consecuencia, también para ese lapso inicial de la cautelar rige el uno a uno. 

La defensa infiere que esta nueva interpretación del art. 24 del Código Penal aunque por un lado beneficia a los condenados a reclusión, por el otro licúa la utilidad del art. 7 de la ley 24.390 y que, por ende, para evitarlo debe añadirse un plus: el cómputo doble que dicha disposición prevé para una pena diversa, la prisión.

Sin embargo, la compensación que otorga el citado art. 7 -uno por uno para la reclusión desde los dos años de prisión preventiva- queda definitivamente adquirida y la circunstancia de que con posterioridad la jurisprudencia de esta Corte haya subsanado la invalidez constitucional que aquejaba a la parte del cómputo atinente a los dos primeros años de detención no significa restar eficacia al beneficio consagrado con anterioridad por la ley 24.390, sino mantenerlo. 

De tal manera, la alegación genérica del recurrente sobre infracción a los principios constitucionales de igualdad, razonabilidad, legalidad y culpabilidad -más allá de la oportunidad del señalamiento- no resulta demostrada. En particular carece de asidero la denuncia de que el criterio contra el que se alza concibe a las personas como "seres humanos de segunda categoría", que importa una capitis diminutio y una "rehabilitación civil imposible" (fs. 57) en la medida en que la propia parte admite que podría corresponderle la libertad condicional luego de 20 años de cumplimiento de la pena y con ello, contradice su propia afirmación de que la reclusión sería "eliminatoria" (fs. 57 vta.) (art. 495 del C.P.P.).

Voto por la negativa.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor Pettigiani, según lo expuesto en P. 102.332 sent. del 22-IV-2009 y P. 68.706 sent. del 4-X-2006.

Voto por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la primera cuestión también por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

1. El 24 de febrero de 2009, la Sala I del Tribunal de Casación Penal -integrada por los jueces Celesia, Mahiques y Mancini- rechazó por improcedente el recurso homónimo interpuesto por la defensa oficial de P. contra el fallo de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Dolores que -a su vez- había denegado su solicitud de excarcelación (125/129 vta.).

Para resolver de tal modo, el órgano intermedio precisó que el remedio intentado era "... idéntico, en cuanto a sus motivos de agravio, a la petición de habeas corpus interpuesta por G. P. en el mes de octubre de 2008, por lo que no puede prosperar, por las mismas razones que condujeron al oportuno rechazo de la presentación anterior" (fs. 127). Para más, reeditó los fundamentos brindados en aquella oportunidad.

Ante esa decisión, el Defensor Oficial ante la referida instancia dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, de igual tenor que el incoado a fs. 47/64, cuyos agravios se encuentran reseñados en el acápite 2 de mi voto a la cuestión abordada en primer término (fs. 160/177).

2. Toda vez que la pretensión de la Defensa oficial de P. en la presente vía extraordinaria es la misma que la traída en la impugnación cuyo tratamiento fue abordado en la cuestión anterior, por los mismos fundamentos allí brindados -a los que por razones de brevedad me remito- estimo que el recurso debe ser acogido y, en consecuencia, corresponde revocar también la decisión de fs. 125/129 vta. (art. 496, C.P.P.) y devolver la causa a su origen para que se practique un nuevo cómputo con arreglo a lo que aquí se establece.

Voto por la afirmativa. 

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Como se desprende de la reseña de antecedentes efectuada por el doctor Negri, dado el contenido análogo que ofrece este recurso con el abordado en la cuestión precedente, corresponde dar por reproducidos los argumentos allí vertidos por razones de brevedad.

Voto por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Con el alcance dado al votar la primera cuestión, adhiero al doctor Pettigiani.

Voto por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor Pettigiani, conforme las consideraciones vertidas en la cuestión anterior.

Voto por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la segunda cuestión también por la negativa.
Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve -por mayoría- rechazar los recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley interpuestos por el señor Defensor ante el Tribunal de Casación Penal, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
HECTOR NEGRI


JUAN CARLOS HITTERS
LUIS ESTEBAN GENOUD



R. DANIEL MARTINEZ ASTORINO 



Secretario
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